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PRESIDE: Señor Representante Juan José Domínguez. 
MIEMBROS: Señores Representantes Sergio Botana, David Doti Genta y Julio César Fernández. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Gustavo A. Espinosa. 


ASISTE: Señor Representantes Horacio Yanes. 


INVITADOS: Por el Congreso Nacional de Intendentes, señor Intendente de Florida, Juan Giachetto; 
señora Secretaria de la Intendencia de Florida, Miriam Díaz; y señor Prosecretario de la 
Intendencia de Florida, Humberto Castro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Domínguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Recibimos la visita del señor Juan Giachetto, Intendente de Florida; la señora Miriam Díaz, Secretaria de la 
Intendencia de Florida; y el señor Humberto Castro, Prosecretario del Congreso de Intendentes. 


Esta Comisión está trabajando sobre la ley de tránsito y seguridad vial y tenemos entendido que tienen interés 
en verter sus opiniones al respecto. 


SEÑOR GIACHETTO.- Agradecemos que nos estén recibiendo en este ámbito para poder trasladar lo 
acontecido a nivel de la reunión del Congreso de Intendentes que se realizó en la ciudad de Florida en 
la que, luego de toda una serie de estudios previos, se llegó a una decisión sobre el tema. Ustedes saben 
que esto comenzó con la inquietud de algunas comunas por profundizar en el tema, partiendo del 
proyecto presentado. Realizamos tres o cuatro reuniones previas a esta sesión del Congreso para tratar 
de llegar a algunos acuerdos, ya que en principio existían algunas divergencias en torno a la creación 
de la nueva Unidad. En el seno del Congreso había un criterio bastante unánime en torno a la 


necesidad de tener una ley de tránsito, a que el país unificara criterios y a que, de una buena vez, se 
actuara en consecuencia, a la luz del sinnúmero de accidentes de tránsito que se registraban, que era 
uno de los factores que más pesaba. 


Pero también, en su momento, se dio la situación particular que le tocó vivir a Colonia con la implantación 
del uso del casco, que como recordarán, fue un tema polémico que inclusive llevó a la recolección de firmas 
y, naturalmente, el Intendente manifestó su preocupación por la situación que se estaba dando, más allá de 
que en términos generales todos estábamos de acuerdo en la necesidad de que se pudiera instrumentar el uso 
obligatorio del casco en todo el país. 


Luego surgió otra divergencia, planteada por el Departamento de San José en primera instancia -aunque 
nunca fue abierta al debate del Congreso-, que tenía alguna reserva en cuanto a si podía registrarse alguna 
violación de la autonomía con esta ley. 


Allí comenzamos una serie de estudios y, en términos generales, había dos capítulos: por un lado, nos 
pusimos de acuerdo en estudiar la UNASEV y, por otro, la articulación de la ley de tránsito. En general, más 
allá de algún detalle puntual que voy a mencionar, estábamos de acuerdo. Inclusive había posiciones que 
entendían que el reglamento nacional de tránsito que estaba siendo manejado por nueve comunas y los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas e Interior era, inclusive, más amplio que la ley que se presentaba, 
en algunos conceptos. Analizamos algunos artículos y no hubo puntos que nos distanciaran sino que, por el 
contrario, coincidíamos en la necesidad de que se hicieran algunas precisiones puntuales en la ley, pero el 
tema central pasaba por la integración de la nueva Unidad que se iba a formar, lo que estaba en otro capítulo. 
A la luz de esto, llegamos a una fórmula de planteo diferente. Acordamos que en la integración, si bien la 
designación siempre es facultad del Poder Ejecutivo, podría haber una representación del Congreso de 
Intendentes. A la vez, entendimos necesario que dentro de esta UNASEV se escuchara a las Comunas, que 
forman parte fundamental en toda la instancia de contralor. 


Planteamos esto al señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, con quien tuvimos una entrevista a la que 
concurrimos con el Intendente Vergara y el señor Ricardo Berois. El señor Ministro entendió bastante 
razonable considerar este aspecto y se iba a encargar de conversarlo a nivel de Presidencia. 


En definitiva, en Florida se decidió aprobar en general la ley marco de tránsito y encomendar -en nuestro 
caso a la Comisión que se estaba reuniendo- que se planteara en el ambiente legislativo las modificaciones 
acordadas en el Congreso. Algunas de ellas tienen que ver con que, en lo posible, se incorpore el reglamento 
de tránsito y circulación vial a la ley, yendo más allá de lo que está determinado. 


En materia de multas -en lo que también existían algunas divergencias-, se propuso que se establezca un piso 
mínimo común en todo el país; si luego alguna Intendencia se quiere manejar con una escala diferente, será 
su decisión. 


El Intendente de Lavalleja tenía una inquietud -sobre la que insistió mucho en el Congreso y con la que 
coincidimos-, acerca del famoso certificado de identificación del vehículo, y en ese sentido se propuso que la 
Dirección Nacional de Aduanas, cuando comienza todo el proceso, otorgue un número de identificación y 
este se mantenga vigente durante toda la vida útil del vehículo. Ustedes saben que hay variaciones, que en 
cada Comuna se otorga un número, y así se complica el panorama para tener la verdadera historia del 
vehículo. En eso también coincidimos y no hay dificultades. 


Asimismo, se acordó que el registro de conductores siga en la órbita del Congreso y trabaje en red con otros 
organismos. Entendimos adecuada esa medida fundamentalmente porque ya hay toda una capacidad de 
"hardware" y "software", y si bien es cierto que no todas las Comunas pasan la información -ya es 
responsabilidad de las propias Intendencias, porque al día de hoy son solamente siete las que están 
pasándola-, nos proponemos la obligación de cumplir con esto. Ello apunta a que de una buena vez 
terminemos con esas diferencias que hacen que en una Comuna se retire una libreta a un conductor 
alcoholizado y a los pocos días -como no existe registro- pueda obtenerla en cualquier otro departamento. 
Inclusive la normativa vigente en el país permite obtener hasta más de diecinueve libretas de conducir, 
porque alguna Junta Local Autónoma puede expedirla, y como falta una coordinación con la Intendencia 
central se producen estos hechos. 


También acordamos que se incorporen al artículo 284 de la Ley N* 17.296 las faltas consideradas graves, en 
torno a lo que existieron posiciones diferentes. Este artículo es aquel famoso y polémico que determinaba que 
los inspectores no tenían facultades para retirar la documentación. En una época se les daba facultades a los 
inspectores para que retiraran la libreta; eso luego se modificó, pero hay Intendentes que entienden que no 
tendría sentido el contralor si no se le da la autorización al inspector, porque sostienen que el infractor se les 
puede reír en la cara y seguir como si nada. Hubo acuerdo en que se retire la libreta cuando se trate de faltas 
graves, sin crear la complicación del retiro por faltas mínimas. Entonces habría que incorporar qué se 
consideran faltas graves, y este sería un capítulo a discutir. 


Estos serían los principales puntos que como inquietudes trasladamos al ámbito parlamentario, para que sean 
analizados. En cuanto al resto, da la sensación que desde el punto de vista de los Intendentes no existen 
discrepancias. 


En torno al famoso capítulo de la UNASEV, en el marco de la autonomía municipal y de la ley marco de 
tránsito, se aprueba la creación de esa Unidad como instrumento necesario para la aplicación de esta ley y su 
cumplimiento, proponiendo que dos de los tres miembros sean designados a propuesta del Congreso de 
Intendentes. Esa es la gran modificación y el punto que nos reunió a todos, y se entendió adecuado si lo que 
se quería era prestigiar el ámbito municipal en cuanto a la presencia técnica. No se trata de que sean dos 
Intendentes -porque en ese caso caeríamos otra vez en una representación netamente política- sino que serían 
técnicos designados en acuerdo por el Congreso de Intendentes. 


Estos son los principales planteamientos que queremos trasladar a ustedes. 
SEÑOR YANES.- Saludo formalmente a los invitados. 


Quisiera manifestar mi congratulación por la resolución que tomó en su momento el Congreso, de la que 
teníamos conocimiento, pero que hoy se está formalizando en esta Comisión. Los Intendentes nos habían 
planteado un plazo hasta el 24 agosto y en esa fecha cumplieron, sabiendo la urgencia que todos tenemos por 
encaminar el tema. Cuando el año pasado iniciamos esta movida por la seguridad vial, y cada uno estaba 
instalándose en sus cargos, nos planteamos plazos razonables y en ese camino estamos. Sé las dificultades 
que tienen los Intendentes y por eso quería que supieran que valoramos el hecho de haberle dado prioridad a 
este tema. 


Creo que el señor Ministro les manifestó -nosotros lo dijimos en esta Comisión- que el Poder Ejecutivo 
estaría dispuesto a que el Congreso elevara nombres para ser tenidos en cuenta. Es verdad que vemos 
dificultades para que eso quede consagrado en la ley, pero manifestamos el compromiso del señor Ministro 
de recibir los nombres formalmente y que el señor Presidente de la República los valore. Esto nos parece 
muy oportuno, fundamentalmente -como se planteó aquí- porque, por mejor ley que hagamos, reconocemos 
el papel que desempeñan las Intendencias y los funcionarios municipales. 


Quiero manifestar mi opinión favorable al retiro de la documentación. Considero que está bien el hecho de 
calificar esto y que no se haga ante cualquier infracción, pero hay que dar instrumentos tanto a los 
inspectores como a la policía de tránsito y a la policía caminera, porque de lo contrario están muy expuestos. 


Si fuera posible, me gustaría que el Intendente nos dé cierta información respecto a lo siguiente. Sabemos 
que determinada medida no ha sido aprobada por todas las Intendencias y que un señor Intendente ha 
manifestado que, en caso de que la ley se apruebe como está, presentaría un recurso de inconstitucionalidad 
porque violaría la autonomía municipal. No queremos entrar en esa discusión porque no consideramos que 
usted sea representante individual de ese Intendente, pero quisiéramos saber si el Congreso Nacional de 
Intendentes recibió, por parte de alguna Intendencia o algún asesor, el señalamiento de artículos puntuales 
que según estas opiniones puedan estar violando la autonomía municipal. Lo pregunto porque en esta 
Comisión planteamos que estamos dispuestos a analizar cuál es el artículo en cuestión, pero quienes han 
participado en el debate no nos lo han señalado. Nosotros hemos releído el proyecto -en parte lo hemos 
escrito- y no encontramos el punto específico. El Congreso Nacional de Ediles estuvo aquí presente y algunas 
Juntas Departamentales han hecho saber su opinión favorable con respecto a esto, pero tampoco se nos 
señaló un artículo específico. No quiero poner al señor Intendente en un compromiso, pero sería útil contar 
con esta información ya que hemos pedido que se nos señale este elemento a fin de allanar el camino. 
Hubiera sido bueno que lo supiéramos antes del 24 de agosto, porque tal vez podríamos haber encontrado una 


fórmula por unanimidad. Igualmente se terminó planteando lo decidido por dieciocho Intendencias en 
diecinueve, que creemos que es un respaldo político muy importante, por más respeto que tenemos por el 
departamento de San José y su Intendente. 


SEÑOR BOTANA.- Agradezco la presencia del Intendente y sus asesores. Creo que han sido claros en 
las conclusiones a las que han arribado y aportan una buena solución política, sobre la cual tengo 
algunas dudas. 


Considero que la propuesta de los Intendentes es una buena transacción desde el punto de vista político y está 
inteligentemente preparada. Mis dudas están en que para que esta ley funcione debidamente aspiraría a que 
existiera un organismo con potestades jurídicas y medios para establecer normativa y, a su vez, ejercer 
controles. Tengo enormes dudas en cuanto a que si dejamos en manos de diferentes organismos la aplicación 
de la normativa y los controles, tengamos efectividad en detener el proceso de accidentalidad con sus 
consecuencias de muerte y otros costos desde el punto de vista social. Alguien se tiene que hacer cargo de 
esto y si, por ejemplo, el Registro queda funcionando en el ámbito municipal y los Ministerios de Transporte 
y Obras Públicas y Salud Pública preservan sus facultades -cada uno preserva las suyas-, entonces estamos 
frente a una buena solución política, pero a la hora de su aplicación no va a tener las consecuencias que 
estamos buscando. ¿Por qué? Porque ningún Intendente o Ministro va a tener más del uno por ciento de su 
tiempo y sus recursos para dedicar a este tema, y cuando nadie se hace cargo de un asunto, es imposible que 
se pueda llegar a soluciones. 


Por eso soy fuertemente partidario de un organismo único con potestad de hacer normas, que la ley le podrá 
modificar; creo que ese organismo debe poder establecer la normativa y, en todo caso, por ley podremos 
decirle: esto no. Además creo que ese organismo tiene que tener jurisdicción nacional pero funcionar en el 
ámbito del Congreso de Intendentes. 


Lo digo porque la autonomía es algo a preservar desde el punto de vista legal y práctico. La materia de 
tránsito, en la historia, ha sido municipal; el 95% de la legislación existente es municipal, la inspección y el 
contralor ha sido siempre municipal, desde los registros hasta lo tipificado como infracción, los contralores 
que se ejercen en la calle, etcétera. Me parece que por respeto a lo municipal y a la autonomía de los 
departamentos debe ser así. 


Además esto sería inaplicable desde otro punto de vista, porque solamente la policía podría hacer un 
contralor en lugares a los cuales solo llega la Intendencia y la policía, y esta última hoy está desbordada por 
otros asuntos; así que solo los organismos municipales -las Intendencias y sus Juntas Locales- pueden hacer 
el control en gran cantidad de zonas del país. Por eso estoy en esa posición. 


El señor Diputado Yanes pregunta: ¿dónde se viola la autonomía? 


(Interrupción del señor Representante Yanes) 


Hay un par de artículos en los que la autonomía se viola. Yo ya se lo contesté en la reunión pasada. 
Se viola la autonomía cuando se dice que las Intendencias, los Gobiernos Departamentales, adaptarán 
la normativa local a lo preceptuado en esa norma. Y después se dice que instrumentarán lo que sea 
necesario, etcétera, para dar cumplimiento a lo preceptuado por esa norma. Allí se está violando 
claramente la autonomía municipal 


Digo que defiendo la autonomía porque para mí es cosa cara, pero más que nada lo hago desde el punto de 
vista práctico. ¿Por qué? No hay aplicabilidad si no es a través de las Intendencias. Es más: el Gobierno 
Central debería renunciar a la materia municipal y entregarla a una institucionalidad creada dentro del 
Congreso de Intendentes y proporcionarle recursos porque, además, fortalecería definitivamente la vida de 
este Congreso, que es una organización tan cara para todos nosotros. 


También voy a decir otra cosa, porque como blanco me siento en falta en este tema. Así como junto con los 
señores Diputados Doti Genta y Trobo hemos sido batalladores en la interna de nuestro Partido, es bueno que 
desnudemos nuestras discrepancias y nuestra situación. No estamos en condición de cumplir con el plazo que 
pedimos, del 24 de setiembre. Espero poder cumplirlo, pero todavía no tenemos una posición única dentro 
del Partido Nacional, y esa es la cuestión por la cual pedimos disculpas y expresamos nuestra autocrítica. 


Desde ese punto de vista, estamos en situación desordenada. Es bueno que lo digamos. 


SEÑOR PRESIDENTE. A nuestro juicio, vuestra visita culmina un ciclo de mucha expectativa. A lo 
largo de este año en que comenzamos a trabajar en este proyecto de ley, hemos recibido a un 
sinnúmero de organismos, comisiones y coordinadoras. Todos los aportes han sido muy valiosos. Hace 
poco, recibimos a una delegación de una comisión de ingenieros y se conversó sobre temas relacionados 
con las normas. También escuchamos a la coordinadora antidroga y antialcohol, cuyos aportes fueron 
excelentes. A su vez, estamos de acuerdo en bajar de 0,5 a 0,3 el nivel de alcoholemia. 


Con todo el respeto que me merecen los señores Diputados, quiero decir que, a mi juicio, los plazos están 
terminados. Solo faltaba escuchar al Congreso de Intendentes para avalar nuestra idea. Si bien es cierto que el 
Poder Legislativo puede sancionar todo lo que desea llevar adelante, era indudable que el aporte político de 
las Intendencias iba a ser gravitante en este tema. 


Considero que no podemos esperar más. Además, creo que el objetivo está logrado. La UNASEV es un 
organismo que va a centralizar sin agredir en absoluto a la Constitución. Este organismo va a coordinar con 
las diferentes Intendencias. Prácticamente, los dueños de los datos -es decir, a quien le compete el control 
directo- son las Intendencias. Lo que se reclamaba históricamente era una unidad de acción que pudiera ser 
efectiva en el funcionamiento nacional. En un país como el nuestro, que es chico, puede tener una incidencia 
muy importante. Además, los medios de comunicación facilitarán la tarea. Hay ocho Intendencias que ya 
trabajaron en red durante mucho tiempo. Ahora habrá una Unidad que los va a coordinar y va a llevar 
adelante todo lo que tiene que ver con las infracciones, los infractores, el registro de vehículos, la Dirección 
Nacional de Registro Público. Es decir que en una sola Unidad vamos a tener todas las competencias, sin 
herir la Constitución desde el punto de vista de la independencia de las Intendencias. 


Ahora, ¿qué nos corresponde a nosotros? Dejar muy en claro cuál es el papel de la UNASEV. Si bien es una 
ley marco, estamos muy atentos a lo que sostienen nuestros invitados en cuanto a que debemos incorporar el 
Reglamento Nacional de Circulación Vial de 1984, a lo que podríamos agregar algún elemento como el de la 
alcoholemia, las luces permanentes, etcétera. Es decir, agregar aspectos puntuales que no están comprendidos 
en una ley marco. Así estamos logrando un conjunto de artículos divididos en dos partes: una es la creación 
de la UNASEV y la otra, la normativa basada fundamentalmente en el citado Reglamento. 


Entonces, atendiendo a las inquietudes políticas, decimos que los tiempos se terminaron. 


De todos modos, vamos a seguir recibiendo a los gremios -algunos han solicitado entrevista ahora, después 
de un año- pero no vamos a detener el proceso, con el objetivo de llevar este proyecto de ley al pleno de la 
Cámara lo antes posible. 


Lo más importante es que, por primera vez, casi todo el Uruguay -por no decir todo- está de acuerdo con que 
esta ley es indispensable. 


Entiendo el espíritu del señor Diputado Botana en el sentido de buscar el mejor funcionamiento de esta ley. 
Pero el problema es que no podemos esperar. Acá el tiempo influye. Hace poco tiempo, en una semana 
perdimos a diez personas. No queremos decir que con esto vamos a lograr que la situación cambie 
radicalmente. Esto se incorporará a la cultura de un país que quiere cambiar, y cambiar en serio, con 
herramientas que suponemos van a ser muy eficaces. 


SEÑOR DOTI GENTA.- No vamos a abrir juicio de opinión. Sí coincidimos con el señor Diputado 
Botana en cuanto a que en la interna de nuestro Partido tenemos que hacer una autocrítica por 
determinados problemas que existen; pero la vamos a hacer en la interna. Son propios y los vamos a 
dilucidar en esos ámbitos. 


No voy a opinar sobre estos proyectos de ley. Tengo opinión formada no solo por mí sino porque, como en 
todos los temas, recibimos el asesoramiento de personas que tienen experiencia y conocimiento jurídico. 
Cuando se dé la discusión, que será rápida como quiere el oficialismo -está en todo su derecho-, vamos a 
indicar lo que nos parece que está mal de la creación de la UNASEV y de las facultades que puede tener. Eso 
lo vamos a decir cuando discutamos en el seno de la Comisión. Ahora no es el momento adecuado. 


Agradecemos los aportes que han hecho pues, como el de todos los gremios o comisiones que han 
concurrido, nos enriquece y nos permite trabajar mejor en estos dos proyectos de ley. 


Por otro lado, después de que se aprueben estas iniciativas, no pensemos que se van a solucionar los 
problemas en el tránsito. Por más normativa que haya, si los uruguayos no tomamos conciencia, la situación 
no va a cambiar. Entonces, podemos hacer una, cien, doscientas, quinientas leyes, pero si el ciudadano no 
sabe qué debe hacer cuando maneja o camina, es muy difícil disminuir los accidentes. 


SEÑOR ESPINOSA.- He dejado constancia, en reiteradas ocasiones, de mi opinión sobre la 
importancia de que el Congreso de Intendentes participara en este análisis. 


Tampoco voy a dar mi opinión con respecto a este tema, por respeto al tiempo de todos. Pero sí digo que, en 
relación a los tiempos, nunca está de más cuando se intenta perfeccionar una ley tan importante como esta. 


Este proyecto de ley recoge algo que es fundamental y va por encima de toda consideración, que es la 
prevención. Muchas veces, desde las Intendencias o del propio Gobierno nos hemos preocupado más por 
penalizar que por prevenir. Me gustaría saber cuánto hemos destinado en recursos humanos y económicos 
para una tarea tan importante como la de prevención. 


Felicito al Congreso de Intendentes por la óptica en cuanto a la incorporación del Reglamento Nacional de 
Circulación Vial de 1984. ¡Vaya si es una herramienta vital! Independientemente de las incorporaciones o 
modificaciones que se vayan a hacer, es un instrumento de destaque. 


En cuanto a lo que refiere al Registro de Infractores, también es una opinión sabia, independientemente de 
que sobre este tema existan matices. Pero lo que más quisiera destacar -ya se ha hablado- es la autonomía 
municipal. No vamos a entrar en el debate sobre si se lesiona o no, pero sí queda claro que esta ley propone 
compartir esa autonomía municipal. Entonces, no hablamos de lesionar. Por lo tanto, más allá de que sean 
dieciocho o diecinueve Intendencias, la opinión y experiencia que recogen los Intendentes es de vital 
importancia. 


Les agradezco su presencia, porque nos pudimos enterar de la opinión general e individual de quienes 
integran el Congreso, lo que nos va a permitir evaluar la situación. 


SEÑOR GIACHETTO.- Valoro muchísimo las palabras pronunciadas por los integrantes de la 
Comisión y me voy reconfortado. Si se hubiera planteado desde el principio a nivel del Congreso las 
diferencias que existen, con la sinceridad y honestidad que ustedes lo hicieron, seguramente 
hubiéramos ganado ese tiempo que ahora nos apura. Como representante del Congreso, y más allá de 
las consideraciones políticas individuales -me manifiesto totalmente de acuerdo con la ley y con la 
creación de la Unidad para que regule su aplicación-, debo decir que nunca se recibieron formalmente 
los artículos a considerar. Simplemente se mencionó que San José entiende que todo lo de tránsito 
pertenece a lo municipal -como decía el señor Diputado Botana- y por eso se considera que hay una 
violación de la autonomía. Según la postura de San José, la materia de tránsito es competencia 
municipal y esa fue la discrepancia. Naturalmente, esos matices se esbozaron en el seno del Congreso. 
Este fue el único capítulo que no votamos por unanimidad. Si hay una señal que queremos trasladar 
desde el Congreso a la ciudadanía es la de que se puede elevar el punto de vista para buscar soluciones 
conjuntas unánimes, y hemos agotado las instancias para llegar a un acuerdo. La instancia de Florida 
nos dejó satisfechos a todos desde el punto de vista político pero quizá no colmó todas las expectativas, 
y nosotros bregábamos para que existiera unanimidad. Pero allí por primera vez el representante de 
San José levantó su mano y dijo que aunque le buscáramos la vuelta estaban decididos a presentar el 
recurso y que eso iba más allá de la búsqueda de una salida. 


Reitero mi satisfacción por estar en este ámbito y escuchar la forma en que debaten, que realmente nos 
congratula. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación y nos mantendremos en contacto 
hasta que podamos aprobar una ley en la Cámara de Diputados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


